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Resol. Serie “C” N° 54
Expte. N° 18.877 – Año 2017 – Autos: “De Arcos Ysabel Liliana c/ Yhumak S.A. s/ Supuesta Infracción de la Ley 22240 - Apelación”.

Santiago del Estero, diez de julio dos mil diecinueve.



Y Vistos:



Para resolver el Recurso de Apelación interpuesto por la parte denunciante a ff. 83 de los presentes autos.------------------------------------------


Y Considerando:



I) Que se presenta la denunciante, y deduce Recurso de Apelación en contra de la Resolución Nº 112 dictada el 20/04/2015 (ff. 80 y vta.), por el Sr. Director General de Comercio del Ministerio de Economía de la Provincia de Santiago del Estero, por cuanto deja sin efecto el art. 2 de la resolución Nº 89/2015 (ff. 67/70).-


II) Que para resolver de esta manera, el organismo administrativo, hizo lugar al planteo impugnaticio efectuado por la firma denunciada (recurso de revocatoria de ff. 74/75), reconociéndole razón en cuanto a que no le compete a éste organismo expedirse sobre el daño directo (art. 40 ley 24240), en virtud de las nuevas disposiciones de la Ley nacional 26.993 del año 2014.-----


Por su parte, la resolución Nº 89/2015 sancionaba a la empresa denunciada con multa correctiva, e intimaba a ésta a entregar la suma de $5000 a la parte denunciante, así como ordenó la publicación de la resolución.-----------------------------------------------


En dicha resolución, la autoridad administrativa consideró que la denunciada infringió los arts. 8 bis, 4, 10, 10 bis y 14 de la Ley 24240. Es así, que estimó que informó al consumidor que el precio total incluía el patentamiento, y luego negó que ello fuera así, lo cual no se pudo probar contundentemente porque la firma no entregó la factura original de la compra al tiempo de abonarse el precio total (art. 10), como tampoco entregó el certificado de garantía. De esta manera, violó el deber de informar en forma cierta, clara y detallada (art. 4).-----


También consideró que violó el art. 8bis de la ley 24240 al no haberle brindado un trato adecuado y digno, ya que la denunciante procuró obtener una respuesta en reiteradas oportunidades y tuvo que asistir a la Autoridad en busca de una solución.-----------------------


III) En la exposición de su recurso, la denunciante -consumidor- sostiene que el organismo dejó sin efecto la multa impuesta a su favor por la resolución Nº 89/2015 en forma grosera, no ajustada a derecho y arbitraria, por ilegalidad manifiesta.--------------------


Refiere que las constancias acreditan la existencia del daño directo sufrido por su parte, las molestias ocasionadas y la infracción de Yuhmak SA.-------


Menciona que la denunciada infringió los arts. 8 bis, 10 bis, 19 y 40 bis de la ley 24240.-----------------


Cita la existencia de antecedentes en donde el Organismo sí aplicó la multa por daño directo a favor del consumidor denunciante.-----------------------------------


Se queja del cambio de criterio de la autoridad de aplicación, cuando en la resolución 89/2015 impuso la multa a su favor, modificación que no se cuestionó ni se solicitó en la oportunidad de la aclaratoria.-------------


IV) A ff. 120 y vta. se presenta la Dra. María Soledad Gomez en representación de la firma denunciada Yuhmak, y contesta el traslado del recurso planteado por la denunciante. Si bien solicita participación provisoria, se advierte que se encuentra glosado poder general para juicio a ff. 16/17 de las presentes actuaciones.----------


Refiere que el art. 40 bis de la ley 26.993 establece claramente que Defensa del Consumidor no reúne los requisitos exigidos por la ley para determinar el monto de los daños y posterior indemnización. No es imparcial, representa al consumidor. Es parte. No es juez, y no tiene facultades para resolver conflicto.------------


Refiere que es el Órgano judicial el único que puede meritar el daño ocasionado.-------------------------


Alega que no se explica el planteo de la actora ni porque estima violentado el debido proceso legal y la igualdad ante la ley.-------------------------------------


Concluye solicitando el rechazo de la apelación de la actora.---------------------------------------------


V) A ff. 122/123 obra dictamen de la Fiscalía General, quien en base a las consideraciones expuestas en su dictamen, entiende que la resolución apelada se ajusta a derecho y que corresponde rechazar el recurso venido en estudio.--------------------------------------------------


VI) Planteadas en esos términos las cuestiones, es dable destacar que el Derecho del Consumidor encuentra hoy sus normas en las jerarquías más elevadas del ordenamiento jurídico argentino, comenzando por la Constitución Nacional (arts. 42 y 43); y ahora, complementado este sistema de protección, por el Código Civil y Comercial de la Nación, en diálogo de fuentes con el régimen especial vigente (ley 24.240 to. 26361 y normas concordantes).--------------------------------------------


Además, toda la normativa incorporada por el nuevo Código, representa -también por su contenido- un avance progresivo en el sistema de protección jurídica del consumidor, que beneficia la estabilidad de este. Como se señala en sus fundamentos, el nuevo Código incluye una serie de principios generales que actúan como una “protección mínima” del consumidor, lo que implica que ninguna ley especial -en aspectos similares- pueda derogar esos mínimos sin afectar el sistema, “mínimos” que actúan como un núcleo duro inderogable.--------------------------


Entre las normas sobre defensa del consumidor, que se añaden a través del Código, están las que regulan sobre los contratos de consumo, contratos por adhesión, cláusulas abusivas, prácticas abusivas (en general), publicidad abusiva, cesación de la publicidad ilícita y anuncios rectificatorios, conexidad contractual, comercio electrónico, etc., todo lo cual tiende a mejorar notoriamente el sistema de protección jurídica. Protección que se materializó con transcendencia con la ley 24.240, de fuerte naturaleza protectoria, que intenta equilibrar las asimetrías de origen, y su objetivo es la defensa de los derechos de los consumidores. Así su art. 1º dice: “La presente ley tiene por objeto la defensa del consumidor o usuario”.-------------------------------------------------


Esta ley es esencialmente tuitiva, de orden público, de base constitucional (art. 42 Constitución Nacional, art. 36 Constitución Provincial), irrenunciable e interviene en el mercado de bienes y servicios para amortiguar las desventajas congénitas que surgen de la relación entre proveedores y consumidores.----------------


En igual sentido lo tiene dicho el Dr. Zaffaroni cuando integraba la Corte Suprema de Justicia de la Nación, “La finalidad de la ley 24.240 consiste en la debida tutela y protección del consumidor o el usuario, que a modo de purificador legal integra sus normas con las de todo el orden jurídico, de manera que se impone una interpretación que no produzca un conflicto internormativo, ni malogre o controvierta los derechos y garantías que, en tal sentido, consagra el art. 42 de la Constitución Nacional” (Autos: “Caja de Seguros S.A. c/ Caminos del Atlántico S.A.V.C.” Tomo: 329 Exp.: C. 745. XXXVII.   Fecha: 21/03/2006).-----------------------------


VII) Sentado ello, corresponde analizar la competencia de este Máximo Tribunal Provincial, así como los demás recaudos formales, como ser plazo, forma y legitimación; como paso previo a ingresar al estudio de la procedencia del recurso interpuesto.----------------------


De acuerdo a lo establecido en el art. 43 de la Ley de “Implementación y Procedimiento para la Defensa de los Derechos y Garantías de los Consumidores y Usuarios”, que como Anexo forma parte del Decreto Acuerdo Nº 373/14 de la Provincia de Santiago del Estero, “Toda resolución definitiva por infracción a las disposiciones de las Leyes referidas en la presente puede ser recurrida por ante los jueces de la sala contencioso administrativa del Superior Tribunal de Justicia de la Provincia”.--------------------


De esta manera, teniendo en cuenta que el recurso deducido recae sobre la Resolución Nº 112/15 de fecha 20 de abril del 2015, aclaratoria de la N' 89/2015, constituye sentencia definitiva, dado que pone fin al pleito entablado en sede administrativa, siendo este Superior Tribunal competente para entender en la cuestión traída a estudio.-----------------------------------------


En lo que respecta al extremo de la temporaneidad y formalidad, la segunda parte del artículo citado reza “El recurso debe interponerse y fundarse ante la Autoridad de Aplicación dentro de las 48 hs. de notificada la resolución y concederse con efecto devolutivo”. Así, de acuerdo a las constancias de autos adjuntadas, se observa que de la cedula de notificación de ff. 80, diligenciada el 24/04/2015; y la fecha del cargo del escrito de apelación (23/04/2015), resulta presentado en tiempo y forma.----------------------------------------


De igual manera el recaudo fundabilidad también se encuentra abastecido, ya que la impugnante formuló sus críticas en contra de la resolución que estima lesiva de sus derechos, con la debida argumentación; de manera tal, que el recurso se autoabastece. En razón de ello corresponde declarar la admisibilidad formal de la vía.---


VIII) Que ingresando en el estudio de los agravios esgrimidos por el apelante, se advierte que su queja se centra en la revocación parcial que hizo la autoridad administrativa, de la Resolución Nº 89/2015, al dejar sin efecto el pago de la suma de $5000 en concepto de daño directo, mediante el pronunciamiento de una nueva resolución (Nº 112/15).-----------------------------------


Sentado ello, se advierte que estamos ante un caso de revocación de un acto administrativo, por la misma autoridad que emitió el primer acto; que se presenta regular y por tanto estable, al haber sido notificada a ambas partes en dicha sede, y por generar un derecho subjetivo a favor del consumidor (el derecho a percibir el daño directo). En este orden, es necesario evaluar la legalidad de este segundo pronunciamiento revocatorio, a la luz de lo establecido por la legislación vigente (decreto ley 19549/72), en lo que respecta a los supuestos de revocación, modificación o sustitución de oficio en sede administrativa; y de los principios administrativos que regulan la materia, especialmente en cuanto a la estabilidad que caracteriza al acto administrativo.-------


En este sentido, cabe recordar como lo sostiene Linares que la regla es que el acto administrativo es en principio irrevocable, máxime si reconoce o afecta derechos subjetivos (Linares Juan Francisco, Inmutabilidad y cosa juzgada en el acto administrativo, en Revista de D. A. Municipal 211:667, Bs. As., 1947). Marienhoff nos refiere que la revocación del acto administrativo es una medida excepcional, anormal (Marienhoff, Miguel, Tratado de D.A., t.I, Bs. As. 1965); toda vez que la estabilidad de los derechos, es una de las principales garantías del orden jurídico, en tanto le interesa que los derechos adquiridos bajo el amparo de resoluciones definitivas, queden inconmovibles, pues de otro modo no habría régimen administrativo ni judicial posible, con mayor razón cuando se trata de actos favorables o ampliatorios de derecho y facultades de los interesados (CSJN Fallo 175:368 “Carman de Canton”).----------------------------------------------


En otros términos, la estabilidad del acto administrativo creador de derechos, implica que toda la administración -sea el mismo órgano que lo dictó como uno superior- no puede revocar, modificar o sustituir, dicho acto devenido estable, principio consagrado por la CSJN en el caso Carmen de Canton del año 1936. Para que esa estabilidad exista se requiere: 1) que se trate de una acto administrativo; 2) que de él hayan nacido derechos subjetivos; 3) que este notificado a las partes; 4) que sea regular (sea nulo, anulable como válido); 5) que no haya una ley que autorice su revocación (cfr. ley 19549/72).------------------------------------------------


Por su parte, y si bien la ley recoge expresamente la tesis de la irrevocabilidad del acto regular; también prevé las excepciones a dicha estabilidad. Es decir los supuestos de revocación, modificación o sustitución de oficio en sede administrativa; lo cual procede: a) cuando el interesado hubiere conocido el vicio; b) si la revocación, modificación o sustitución del acto lo favorece sin causar perjuicio a terceros; c) si el derecho se hubiere otorgado expresa y válidamente a título precario; e) por razones de oportunidad, mérito o conveniencia, indemnizando los perjuicios que causare al administrado (art. 18).---------


En este contexto, se advierte que en el caso, la Dirección de Comercio revocó un acto administrativo (resolución Nº 89/2015) que confería un derecho a un particular: el derecho a percibir el daño directo; sin que se constaten algunas de las excepciones normativas a la estabilidad. Es así que se observa que el acto (resolución Nº 89/2015), devenido en estable por encontrarse notificado a las partes; y regular, por cumplir con las condiciones esenciales de validez (forma y competencia), y otorgar derechos, fue dejado sin efecto -en la parte que mandaba a pagar el daño directo a favor del consumidor-, por la misma autoridad administrativa que lo dictó, sin que se verifiquen alguno de los supuestos de revocación, modificación o sustitución, previstos por la ley.  -------


En este estado, el segundo pronunciamiento -Resolución Nº 112/15- resulta un acto inválido e ilegítimo, porque revoca un acto estable, dejando sin efecto un derecho reconocido al consumidor, independientemente de la facultad de las partes de impugnar dicho acto, pues la estabilidad opera como limitación a la facultad de extinguir el acto, no como limitación a la posibilidad de discutir su validez.-------


Asimismo, es de notar que esta anulación del segundo acto dictado por la Dirección de Comercio, importa el renacimiento del primer acto, es decir de la resolución Nº 89/2015, con lo cual emerge el derecho del consumidor a percibir el daño directo estimado por dicha autoridad.----


En este estado, al tomar vigencia la primera resolución (nº 89/2015), y quedar firme el reconocimiento del daño directo, resulta menester en resguardo del derecho de defensa de la parte denunciada y del debido proceso legal, analizar la legalidad de la decisión emitida en este sentido, es decir, respecto a la procedencia o no del daño directo otorgado al consumidor. Ello, así dado que de las constancias del expediente administrativo como de la contestación evacuada en esta instancia, ha sido materia de gravamen de la parte denunciada, al sostener que Defensa del Consumidor no es órgano competente para determinar el monto de un daño, su reparación o indemnización; porque no es imparcial, no es juez, y no tiene facultades para resolver conflicto.------


En este orden, cabe remitirnos al criterio ya expuesto por este Alto Cuerpo en oportunidad en la que sostuvo que “las facultades jurisdiccionales de las autoridades de aplicación del sistema de protección de los consumidores y usuarios, representado a nivel provincial por la Dirección de Comercio, son constitucionales; ya que no contrarían en esencia el principio de indelegabilidad de facultades judiciales en el Poder Ejecutivo previsto en el artículo 109º de la Constitución Nacional, que como tales solo son ejercidas por los jueces, quienes son en última instancia los que deciden el derecho de forma definitiva ante los conflictos y de ninguna manera se ve alterada tal situación por la actuación de estos organismos en materia de condena de daño directo, debido a que estas decisiones no escapan a esta revisión judicial a la que llegan por medio del recurso de apelación previsto en la ley que regula la materia. Tampoco puede considerarse como determinante de la inconstitucionalidad de tales facultades, el rasgo de dependencia del organismo que decide la reparación del daño, puesto que debe desplegar todas sus potestades sujetándose a las  formas y principios previsto por la ley 24240, normativa que viene a cristalizar la protección de los derechos de los consumidores contemplados por el artículo 42º de la Constitución Nacional” (sic. Resol. Serie “C” N° 35 en autos “Azar Gastamiza Carlos Santiago c/ Despegar.com s/ Supuesta Infracción a la Ley 24240. Apelación” del 23/08/2017).----------------------------------------------


De acuerdo a lo expuesto, se advierte que lo resuelto por la Dirección de Comercio, en lo que respecta al daño directo fijado, se encuentra conforme y adecuado al criterio sostenido por este Alto Cuerpo, debiendo confirmarse lo decidido en este sentido; ya que de conformidad a las constancias de la causa, Yuhmak infringió la Ley de Defensa del Consumidor.---------------


Por todo lo expuesto, Se Resuelve: I) Admitir el Recurso de Apelación interpuesto por la parte denunciante a ff. 75/84 y vta. de los presentes autos. II) En consecuencia, revocar la Resolución Nº 112/2015 (ff.80) de fecha 20 de abril del 2015, dictada por la Directora General de Comercio del Ministerio de Economía de la Provincia de Santiago del Estero, en la parte que deja sin efecto el art. 2 de la resolución administrativa Nº 89/2015 dictada en el expediente 368/155/2014. III) En su mérito, confirmar la resolución Nº 89/2015. IV) Con costas a la vencida. Protocolícese, expídase copia para agregar a autos, hágase saber y oportunamente archívese. Fdo: Sebastián Diego Argibay – Gustavo Adolfo Herrera – Eduardo Federico López Alzogaray – Carlos P.M.A. Lugones Aignasse – Felipe Alegre Viaña - Ante mí: Dr. Mario José Medina – Secretario Judicial Autorizante – Es copia fiel del original, doy fe.
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